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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 223/2024
PARTE ACTORA: **********.
AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECCIÓN DE DESARROLLO URBANO; DIRECCIÓN DE CATASTRO; DIRECCIÓN GENERAL DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO; Y SÍNDICO MUNICIPAL, PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES

COLABORÓ: LICENCIADO OSCAR TORRES HERRERA; LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a once de agosto de dos mil veintiséis. 

V I S T O, para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 223/2024/2, y;
R E S U L T A N D O:
I. Demanda. Por escrito presentado ante este Tribunal, el diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, compareció la **********, en su carácter de Albacea de la Sucesión Testamentaria a Bienes de **********, a demandar a la i) Dirección de Desarrollo Urbano; ii) Dirección de Catastro; iii) Dirección General de Catastro y Desarrollo Urbano; y al iv) Síndico Municipal, pertenecientes al H. Ayuntamiento De San Luis Potosí, por la Nulidad de: 

“Como ya precisé anteriormente, impugno el ilegal permiso de construcción número ********** aparentemente de fecha ********** autorizado por las autoridades demandadas a la sociedad mercantil denominada ********** S.A. de C.V. para realizar una construcción en el inmueble que, cuando fue autorizado el permiso, se encontraba registrado en el Instituto Registral y Catastral del Estado y en la Dirección de Catastro del Municipio de San Luis Potosí a nombre de mi Señor Padre, a la sazón recién fallecido; lo que claramente impedía el otorgamiento del permiso pues la persona moral solicitante no acreditaba ser la propietaria legítima del inmueble, según las normas aplicables lo exigen, como lo argumento y compruebo más adelante. El inmueble se encuentra ubicado al interior del **********, según datos que se citan en el punto 2 del capítulo de hechos de esta demanda.

Asimismo, la modificación a la clave catastral del mismo terreno, cambiando al titular que era mi señor Padre según constaba en ese momento en el Instituto Registral y Catastral en el Estado, Registro Público de la Propiedad, para en su lugar inscribir como titular de la nueva cuenta a una persona moral que al momento de realizarse el cambio de clave para quitársela a mi señor Padre y otorgársela a dicha persona moral, ésta no era la Propietaria del inmueble; por lo que la estoy señalando como tercero afectado en esta demanda.”
II. Tramite del Juicio. A través del acuerdo de fecha veintiséis de febrero de dos mil veinticuatro se admitió a trámite la demanda, ordenando emplazar a las autoridades demandadas y terceros; enseguida por auto de veintitrés de mayo del citado año se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, se admitieron las pruebas ofrecidas por las partes; además, y se otorgó término a la actora para ampliar la demanda y se ordenó llamar a juicio a diversos terceros; por proveído dictado el veinticuatro de junio de dos mil veinticuatro se admitió la ampliación de demanda; se admitió la prueba de informe a cargo de la Directora del Instituto Registral y Catastral en el Estado; se apersonaron a juicio los C.C. ********** y ********** y se ordenó emplazar a juicio en diverso domicilio a la persona moral “**********” S.A. de C.V.; posteriormente por acuerdo de ocho de agosto de dos mil veinticuatro se admitió a trámite el incidente de nulidad de notificaciones promovido por el representante legal de la persona moral denominada “**********”, A.C.; por acuerdo dictado el cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro se admitió pruebas dentro del incidente de nulidad de notificaciones y se fijó fecha y hora para la audiencia incidental; audiencia incidental, de fecha veintiséis de septiembre de dos mil veinticuatro; resolución interlocutoria relativa al citado incidente, dictada el catorce de enero de dos mil veinticinco; en seguida por acuerdo de dieciocho de marzo de dos mil veinticinco se levantó la interrupción del juicio y se continuó con la substanciación del mismo; se repuso el procedimiento en los términos previstos en la resolución interlocutoria; ulteriormente por acuerdo de veintiuno de abril de dos mil veinticinco se tuvo por apersonándose a juicio a la persona moral denominada “**********”, A.C.; por último, por proveído dictado el veintitrés de junio de dos mil veinticinco se tuvo por precluído el derecho para apersonarse a juicio a la persona moral “**********” S.A. de C.V.; se tuvo a las demandadas por contestada la ampliación de demanda; se admitieron pruebas dentro de la ampliación y el informe rendido por la Titular del Instituto Registral y Catastral en el Estado; y finalmente se fijaron las once horas del once de julio de dos mil veinticinco para efectuar la audiencia de Ley. 
III. Audiencia Final. En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia de Ley, sin la asistencia de las partes; en la primer etapa de esta audiencia se dio cuenta con las constancias que integran el expediente; enseguida, en periodo de pruebas se desahogaron las documentales que fueron admitidas en juicio; en el mismo acto; se tuvo al actor por formulando alegatos y se certificó que la autoridad demandada no los formuló; y se dio por concluida la audiencia ordenando citar para resolver el presente asunto.    
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracción I, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO. Legitimación de la Partes. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En tal sentido, la personalidad e interés jurídico de la parte actora quedó acreditada en términos del artículo 219 primer párrafo y 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 ya que compareció la **********, en su carácter de Albacea de la Sucesión Testamentaria a Bienes de **********, demostrando la titularidad de un derecho susceptible de resultar afectado por los actos cuya nulidad demanda, ya que de las constancias que integran el expediente se advierte que los acto impugnados inciden de manera directa y particular en su esfera jurídica.
Tocante a las autoridades demandadas, comparecieron a dar contestación a la demanda la **********, en su carácter de Directora de Catastro Municipal del referido Ayuntamiento; el **********, en su carácter de Primer Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; el **********, en su carácter de Director General de Catastro y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí; quienes para acreditar sus cargos, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 exhibieron constancias de sus nombramientos que les fueron expedidos y que se encuentran visibles a fojas 207; de la 237 a la 248; y  264 respectivamente del expediente en que se actúa.
Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO. Litis. El presente asunto estriba en dilucidar la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados, consistentes en la autorización de licencia de construcción número ********** y de la modificación a la clave catastral ********** por parte de las autoridades demandadas, respecto del inmueble ubicado en **********, mismos que obran en las constancias del presente expediente en que se actúa. 
La documental de referencia adquiere valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO. Improcedencia y Sobreseimiento. Previo a entrar al estudio de fondo en el presente asunto, es necesario establecer si en el Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio.
Sirve de apoyo la siguiente Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe.
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN POSIBILIDAD DE DETERMINAR FEHACIENTEMENTE SI OPERA O NO ESA CAUSAL. Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actualización de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indicios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí, y la problemática que se presenta no se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consiguiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto. Época: Novena Época, Registro: 176291, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Enero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 163/2005, Página: 319”

En ese tenor, la suscrita Magistrada de esta Segunda Sala Unitaria advierte que en el caso, se actualiza la causal de improcedencia y sobreseimiento prevista en los artículos 228, fracción X, y 229, fracción VIII y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en concatenación con el artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, respecto al acto impugnado inherente a la modificación de la clave catastral **********, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen. 
Es menester señalar, que el hecho de que una clave catastral sea asignada o modificada por una autoridad administrativa no significa, por sí solo, que cualquier controversia relacionada con ella deba ser resuelta por este Tribunal. Por tanto, para determinar la competencia debe atenderse a lo que realmente pide la parte actora y a la razón por la cual lo pide.
Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente jurisprudencia que establece lo siguiente:
“COMPETENCIA POR MATERIA. SE DEBE DETERMINAR TOMANDO EN CUENTA LA NATURALEZA DE LA ACCIÓN Y NO LA RELACIÓN JURÍDICA SUSTANCIAL ENTRE LAS PARTES. En el sistema jurídico mexicano, por regla general, la competencia de los órganos jurisdiccionales por razón de la materia se distribuye entre diversos tribunales, a los que se les asigna una especialización, lo que da origen a la existencia de tribunales agrarios, civiles, fiscales, penales, del trabajo, etcétera, y que a cada uno de ellos les corresponda conocer de los asuntos relacionados con su especialidad. Si tal situación da lugar a un conflicto de competencia, éste debe resolverse atendiendo exclusivamente a la naturaleza de la acción, lo cual, regularmente, se puede determinar mediante el análisis cuidadoso de las prestaciones reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas aportadas y de los preceptos legales en que se apoye la demanda, cuando se cuenta con este último dato, pues es obvio que el actor no está obligado a mencionarlo. Pero, en todo caso, se debe prescindir del estudio de la relación jurídica sustancial que vincule al actor y al demandado, pues ese análisis constituye una cuestión relativa al fondo del asunto, que corresponde decidir exclusivamente al órgano jurisdiccional y no al tribunal de competencia, porque si éste lo hiciera, estaría prejuzgando y haciendo uso de una facultad que la ley no le confiere, dado que su decisión vincularía a los órganos jurisdiccionales en conflicto. Este modo de resolver el conflicto competencial trae como consecuencia que el tribunal competente conserve expedita su jurisdicción, para resolver lo que en derecho proceda.
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el dieciséis de noviembre en curso, aprobó, con el número 83/1998, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a dieciséis de noviembre de mil novecientos noventa y ocho.
Registro digital: 195007. Instancia: Pleno. Novena Época. Materia(s): Común. Tesis: P./J. 83/98. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VIII, Diciembre de 1998, página 28. Tipo: Jurisprudencia.”
Siguiendo este orden de ideas, de la lectura integral de la demanda y de su ampliación se desprende que la pretensión de la parte actora respecto a la clave catastral **********, se reclama como consecuencia accesoria del traslado de dominio derivado de la compraventa formalizada bajo el instrumento número ********** del Libro ********** de fecha **********, ante la fe del **********, Notario Público Adscrito a la Notaría Pública Número **********; pues solicita que los movimientos catastrales sean cancelados o restituidos como consecuencia de los efectos que atribuye a ese acto jurídico. 
Así mismo, la accionante refiere que la controversia relativa a dicha escritura, ya se encuentra sometida a la competencia y jurisdicción de un Juzgado del Ramo Civil.
Si bien, los movimientos catastrales son realizados formalmente por una autoridad administrativa, empero la competencia material no se determina únicamente por la naturaleza del órgano que intervino, sino por la naturaleza de la acción, las prestaciones reclamadas y los hechos que les sirven de sustento. En consecuencia, resolver la pretensión de cancelación o restitución de la clave catastral, en los términos propuestos por la actora, exigiría abordar una cuestión de naturaleza civil vinculada con el traslado de dominio derivado de una escritura pública de compraventa, lo cual constituye materia de estudio que no corresponde al ámbito competencial de este Tribunal.
Aunado a lo anterior, la parte actora no plantea respecto de esa clave catastral, un vicio independiente que pueda estudiarse sin analizar el acto de compraventa en mención, pretendiendo que los movimientos catastrales sean modificados o dejados sin efectos como consecuencia de lo que sostiene respecto de la escritura y del traslado de dominio. Por esa razón, esta Sala considera que su pretensión es de naturaleza civil y no administrativa.
Al respecto, el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí delimita la competencia de este órgano jurisdiccional a las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos emitidos por autoridades estatales o municipales cuando actúen con ese carácter. Por tanto, dicha disposición no confiere a esta Sala atribuciones para resolver una controversia cuya causa inmediata y pretensión concreta se encuentran vinculadas con los efectos civiles de una escritura de compraventa y del traslado de dominio que de ella deriva.

En consecuencia, al tratarse de una cuestión que, en los términos en que fue planteada, excede el ámbito competencial previsto en el artículo 7º de la Ley Orgánica de este Tribunal, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción X del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, relativa a actos y resoluciones distintos de los enunciados en el citado artículo 7º; y, correlativamente, el supuesto de sobreseimiento previsto en el artículo 229 fracción VIII, del propio Código, al existir impedimento para emitir una resolución de fondo respecto de esa parte de la controversia, lo que procede es decretar parcialmente el sobreseimiento, única y exclusivamente respecto del acto impugnado inherente a la clave catastral **********.
Finalmente, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la demandante.  

En consecuencia, el estudio de fondo queda circunscrito al análisis de la legalidad y validez de la licencia de construcción folio **********, expedida por la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, a favor de la persona moral denominada “**********”, S.A. DE C.V., respecto del inmueble ubicado en **********.
QUINTO. Conceptos de Impugnación. En este orden, los conceptos de impugnación que plantea la parte actora se localizan a fojas de la 8 a la 12, y de la 299 a la 305 –escrito inicial y ampliación de demanda-, del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran; lo que encuentra sustento en el criterio emitido en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO. Estudio y Determinación de Fondo. Una vez realizado el  estudio de los conceptos de impugnación; acorde con lo dispuesto en los artículos 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí 
 y 17 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; es necesario precisar que la parte actora se duele de la ilegalidad en cuanto a los requisitos de validez del acto impugnado –licencia de construcción folio **********- respecto de los cuales, a juicio de la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 167 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se puede advertir que el acto impugnado no cumple con los requisitos establecidos en la fracción V del artículo 164 del multicitado Código; lo que en consecuencia, conlleva a decretar la nulidad del acto impugnado, de acuerdo de las siguientes consideraciones.
En este orden, cabe referir que, ha sido criterio reiterado de nuestros Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 
Lo anterior encuentra sustento en la tesis de jurisprudencia cuyo rubro, contenido y datos de localización se transcriben enseguida:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”

De igual manera, cobran relevancia en este sentido las tesis de Jurisprudencia emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, de las cuales sus datos de localización, rubro y contenido de reproducen en seguida: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. ARGUMENTOS QUE DEBEN EXAMINARSE PARA DETERMINAR LO FUNDADO O INFUNDADO DE UNA INCONFORMIDAD CUANDO SE ALEGA LA AUSENCIA DE AQUÉLLA O SE TACHA DE INDEBIDA. 
 Al atender un motivo de desacuerdo relacionado con la fundamentación y motivación, para producir una respuesta congruente debe, del contexto integral de la argumentación del inconforme, advertirse si lo que imputa es ausencia de aquélla, o solamente la tacha de indebida, pues en la primer hipótesis bastará observar si la resolución contiene o no argumentos apoyados en la cita de preceptos legales para quedar en aptitud de declarar fundado o infundado el atinente motivo de desacuerdo. En cambio, en el segundo supuesto, cuando la fundamentación y motivación se tachan de indebidas, es menester apreciar los argumentos del motivo de desacuerdo, expresados para explicar por qué la invocación de preceptos legales se estima errónea, o por qué la motivación es incorrecta o insuficiente, pues será a la luz de tales razones que pueda establecerse lo fundado o infundado de la inconformidad. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.”
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. 
 La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

(El énfasis es propio) 
Asimismo, debe tenerse en consideración que el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potos, regula el Procedimiento Administrativo que debe seguirse al emitir un acto como el que se analiza, y que resulta aplicable a organismos de la Administración pública Estatal; lo que se encuentra normado en los dispositivos legales que enseguida se transcriben: 
“CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ”
“ARTÍCULO 1º. El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 

ARTÍCULO 2º. Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos.

(…)

LIBRO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ
TÍTULO PRIMERO
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS GENERALES
ARTÍCULO 161. Los procedimientos que se establecen en este Libro Segundo del Código, son aplicables a: 

I. Los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública estatal centralizada; 

II. Los actos, procedimientos y resoluciones de los organismos descentralizados de la administración pública estatal respecto de sus actos de autoridad; 
…; 

IV. Los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva, y 

TÍTULO SEGUNDO

RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO I
DEL ACTO ADMINISTRATIVO
ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: 

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; 

V. Estar fundado y motivado; 

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y 

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión. 

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: 

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión; 

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y 

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.

TÍTULO TERCERO
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
Capítulo I

DISPOSICIONES GENERALES
ARTÍCULO 174. Las disposiciones de este Título se aplicarán a los actos que desarrollen las dependencias y entidades ante los particulares, cuando los actos jurídicos que inicien, integren o concluyan el procedimiento administrativo produzcan efectos en su esfera jurídica. 

ARTÍCULO 175. La actuación administrativa en el procedimiento se desarrollará con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad, audiencia, igualdad y buena fe. 

Las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados a la autoridad competente, se presumirán ciertas salvo prueba en contrario, quedando sujetas al control y verificación de la autoridad.

ARTÍCULO 176. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte interesada.

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad.

ARTÍCULO 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes.

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisaran:

….

ARTÍCULO 179. Las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Solicitar la comparecencia de éstos sólo cuando así esté previsto en los ordenamientos jurídicos aplicables, previa citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla; 

II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de verificación o inspección solo en aquellos casos previstos en este Código u otras leyes u ordenamientos jurídicos aplicables; 

III. Previa solicitud por escrito, hacer del conocimiento de éstos el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan interés jurídico, y a proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos; 

IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos; 

V. Admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución; 

VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean exigidos por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el expediente que se está tramitando; 

VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones legales vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; 

VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en éste Código u otras leyes; 

IX. Tratar con respeto a los particulares y facilitar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, y 

X. Dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones le formulen; así como en los procedimientos iniciados de oficio, cuya instrucción y resolución afecte a terceros, debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley.

ARTÍCULO 184. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo podrá adoptar las medidas provisionales establecidas en las leyes administrativas de la materia, y en su caso, en el presente Código para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existieren suficientes elementos de juicio para ello.

CAPÍTULO IV
TRAMITACIÓN
(…)
ARTÍCULO 188. Los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento.

ARTÍCULO 189. La dependencia o entidad acordará la apertura del periodo de prueba, cuando no tenga por ciertos los hechos afirmados por los interesados, o cuando lo juzgue conveniente dada la naturaleza del procedimiento.

ARTÍCULO 191. Pone fin al procedimiento administrativo: 

I. La resolución del mismo;

…

V. La imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas y

ARTÍCULO 193. LA RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL PROCEDIMIENTO DECIDIRÁ TODAS LAS CUESTIONES PLANTEADAS POR LOS INTERESADOS Y DE OFICIO LAS DERIVADAS DEL MISMO. 
En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin perjuicio de la potestad de la administración pública estatal o municipal de iniciar de oficio un nuevo procedimiento.”
De los numerales transcritos se desprende que el Procedimiento Administrativo establecido en el Código Procesal en consulta, es aplicable en los actos y resoluciones de las autoridades pertenecientes a la de la administración pública estatal, como lo son las demandadas en el presente asunto; en el cual no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes, y las dependencias, tendrán, entre otras la obligación de admitir las pruebas permitidas por las leyes, las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta al dictar resolución; esta última deberá emitirse atendiendo a cada una de las cuestiones planteadas y congruente con las peticiones formuladas. 
En ese sentido, corolario es que las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión; a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica para lo cual deben citar los preceptos jurídicos aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito que el afectado por un acto o resolución administrativa conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad exactora, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 
Bajo este contexto, y del análisis del acto impugnado -licencia de construcción folio **********- se advierte que la autoridad fundamentó el acto invocando diversos preceptos constitucionales, legales, orgánicos y reglamentarios, de los cuales, invocó los artículos 303, 304, 305, 306, 307, 308, 309, 310, 311, 315 y 316 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, y también los artículos 4º, 5º fracción IV, 85, 241 y 354 del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí.
Ahora bien, si bien es cierto que el acto impugnado contenga diversos artículos, también los es, que por sí mismo, no significa que se encuentre debidamente fundada y motivada respecto de todos los requisitos necesarios para su expedición.
En este orden de ideas, es necesario referir lo que consagran los preceptos citados por la autoridad, especialmente los que respectan a la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, y al Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí, mismos que literalmente disponen: 
“LEY DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSI

(...)

Capítulo II 
Licencia de Construcción
ARTÍCULO 303. Los ayuntamientos no emitirán licencias municipales de construcción o de funcionamiento de establecimientos comerciales, industriales y de servicios, con infracción a lo contemplado en la respectiva licencia de uso de suelo. 
Serán nulas de pleno derecho y no surtirán ningún efecto jurídico las licencias que se expidan en contravención a los programas de ordenamiento territorial y desarrollo urbano, las licencias de uso de suelo y demás disposiciones jurídicas aplicables. 
ARTÍCULO 304. La licencia municipal de construcción se requerirá para la ejecución de construcción nueva, ampliación, modificación o reparación de la existente, excavación y demolición, así como para modificaciones estructurales a la misma o el cambio de la construcción al régimen de propiedad en condominio. 
La licencia municipal de construcción en los casos de obra nueva, podrá también comprender el permiso de ocupación de la vía pública, demolición y conexiones de agua potable y drenaje, de conformidad con la licencia de uso de suelo respectiva.
ARTÍCULO 305. A la solicitud de la licencia municipal de construcción, se deberán acompañar como mínimo los documentos que a continuación se indican, según el tipo de obra por ejecutar: 
I. Para obra nueva: 
a. Licencia de uso de suelo vigente, tratándose de vivienda en fraccionamientos, podrá presentarse la licencia que ampare la totalidad del polígono del fraccionamiento autorizado. 
b. Autorización de impacto ambiental, de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental o en su caso del Ayuntamiento respectivo, en los casos de obras y actividades señaladas en el artículo 118 de la Ley Ambiental del Estado. 
c. En su caso, autorización de la autoridad competente de cambios de uso de terrenos forestales o de aptitud preferentemente forestal, aprovechamientos forestales o cambios de uso del suelo y aprovechamiento del mismo, de acuerdo a lo previsto en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. 
d. Constancia de no adeudo del impuesto predial del inmueble o inmuebles; Tratándose de fraccionamientos, podrá presentarse el pago del impuesto predial que ampare la totalidad del polígono del fraccionamiento autorizado, si el mismo se encuentra lotificado y el lote o lotes sobre los que se solicita la licencia, aún no se transmiten o individualizan a favor de terceros distintos al promotor del mismo.

e. Proyecto arquitectónico, estructural y de instalaciones, con las memorias de cálculo correspondientes. 

f. Los demás que establezcan esta Ley, su reglamentación y otras disposiciones jurídicas aplicables, según sea el caso; 

II. Para ampliación y/o modificación, o reparación de obras, instalaciones o estructuras: 

a. Licencia de uso de suelo vigente. 

b. Proyecto estructural. 

c. Memoria de cálculo. 

d. Constancia de no adeudo del impuesto predial del inmueble o inmuebles. 

e. Los planos autorizados y los planos de la ampliación o modificación de que se trate.

f. Los demás que establezcan esta Ley, su reglamentación y otras disposiciones jurídicas aplicables, según sea el caso;
III. Para excavación y/o demolición:

a. Licencia de uso de suelo vigente. 

b. Programa de excavación o demolición. 

c. Memoria descriptiva del procedimiento con las medidas de protección y seguridad que se adoptarán. 

d. Croquis y alineamiento oficial en el caso de excavación. 

e. Constancia de no adeudo del impuesto predial del inmueble o inmuebles. 

f. Los demás que establezcan esta Ley, su reglamentación y otras disposiciones jurídicas aplicables, según sea el caso;

IV. Para cambios estructurales: 

a. Licencia de uso de suelo vigente. 

b. En los casos de obras y actividades señaladas en el artículo 118 de la Ley Ambiental del Estado, autorización de impacto ambiental, de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental o en su caso del Ayuntamiento respectivo. 

c. Constancia de no adeudo del impuesto predial del inmueble o inmuebles.

d. Licencia y planos autorizados de la construcción existente
e. Los demás que establezcan esta Ley su reglamentación y otras disposiciones jurídicas aplicables, según sea el caso;

V. Para cambio a régimen de propiedad en condominio:

a. Planos de áreas privativas y comunes e indivisos de la construcción en que se señalen, los pisos si se trata de condominio vertical; así como departamentos, viviendas, locales, predios o áreas que serán de dominio exclusivo de los condóminos. 

b. Los elementos comunes de la misma y las áreas de uso común del predio. 

c. La autorización municipal de constitución o modificación del régimen de propiedad en condominio expedida conforme a lo dispuesto en esta Ley, y demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables, y

VI. Para urbanización de fraccionamientos, condominios y desarrollos inmobiliarios especiales: 

a. La autorización del fraccionamiento.

b. Las escrituras de donación a favor del Municipio de las áreas correspondientes a áreas verdes y equipamiento, debidamente inscritas ante el Instituto Registral y Catastral del Estado. 

c. Los documentos que comprueben la entrega de garantías a que se encuentre obligado de conformidad con la autorización del fraccionamiento respectivo. 

d. La manifestación bajo protesta de decir verdad, de haber dado cumplimiento a las limitaciones o restricciones que en su caso se hayan determinado en la autorización del fraccionamiento; esta manifestación estará sujeta a la verificación por parte de las autoridades municipales y su incumplimiento dará lugar a la aplicación de las sanciones que establece la presente Ley. 

En este caso la licencia se otorgará de conformidad con lo señalado en el artículo 291 de esta Ley;
ARTÍCULO 306. Para las construcciones y obras localizadas en zonas y monumentos del patrimonio histórico, artístico y cultural e igualmente en sus predios colindantes, se deberá además agregar la autorización, licencia o permiso del Instituto Nacional de Antropología e Historia o del Instituto Nacional de Bellas Artes a que se refiere la Ley Federal de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos y las demás derivadas de la Ley de Protección del Patrimonio Cultural para el Estado. 

ARTÍCULO 307. La solicitud de licencia municipal de construcción y la documentación que debe acompañarla, llevará la responsiva del Director Responsable de Obra a cargo del proyecto y/o de la obra; así como la de los especialistas corresponsables, en su caso, salvo las excepciones que establecen esta Ley y el Reglamento municipal correspondiente tratándose de obras menores. 

Esta responsiva será la base para la autorización de la licencia de construcción, debiendo la autoridad municipal únicamente verificar que se cumpla con la entrega de los requisitos que establece la presente Ley y el Reglamento municipal respectivo.
ARTÍCULO 308. Cuando se trate de la construcción de vivienda de interés social o vivienda económica, no efectuada por fraccionadores o promotores, que no exceda de cuarenta y dos metros cuadrados edificados en su primera etapa, ni de dos pisos de altura, y los claros de las habitaciones tengan como máximo de tres metros de ancho, la licencia municipal de construcción se otorgará con el sólo cumplimiento de los requisitos siguientes:

I. Título de propiedad del inmueble a nombre del peticionario, que incluya constancia de no adeudo del impuesto predial o la constancia de la autoridad correspondiente de hallarse su tenencia en proceso de regularización; 

II. Proyecto ejecutivo debidamente acotado, o del prototipo aprobado por la correspondiente autoridad u organismo estatal o municipal y validado por el Director Responsable de Obra, y 

III. Licencia de uso de suelo vigente.
ARTÍCULO 309. Previo a que sea recibida una solicitud de licencia de construcción de obra nueva, ampliación y/o modificación; para reparación o modificación de obras, instalaciones o estructuras; para excavación y/o demolición; para cambios estructurales en la construcción existente o para cambio a régimen de propiedad en condominio, la Dirección Municipal correspondiente, revisará que el solicitante cuente con toda la documentación relativa; la cual no será ingresada hasta que se encuentren presentados todos los documentos que se requieren. 

ARTÍCULO 310. El Ayuntamiento a través de la Dirección Municipal cuando así se justifique podrá solicitar y recabar las opiniones técnicas y/o jurídicas necesarias de las dependencias y entidades públicas, antes de expedir cualquier licencia de construcción, con objeto de garantizar el cumplimiento de las especificaciones técnicas y la seguridad de la edificación y urbanización, la calidad en los servicios e instalaciones e impedir riesgos o impactos urbanos negativos en la ejecución, aprovechamiento y ocupación de las obras que el solicitante pretende realizar, adaptar, modificar, utilizar o demoler. 

Las dependencias y entidades tendrán un plazo máximo de siete días hábiles para dar su opinión u observaciones a la Dirección Municipal correspondiente, contados a partir de la fecha en que les haya sido solicitada; en caso de no hacerlo en ese plazo, se entenderá que está de acuerdo con el otorgamiento de la licencia de construcción respectiva. 

ARTÍCULO 311. Una vez que se encuentren satisfechos los requisitos que se establecen en esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, el Ayuntamiento otorgará o negará la licencia de construcción, por conducto de la Dirección Municipal correspondiente, dentro de los siete días hábiles siguientes a la recepción del expediente completo y cuando haya recibido, en su caso, las opiniones oficiales a que se refiere el artículo anterior.

...

Capítulo III

Normas Generales de Construcción, Diseño, Infraestructura y Sustentabilidad

ARTÍCULO 315. Las construcciones deberán ajustarse a las normas generales siguientes:

I. De construcción: 
a. Toda edificación requerirá de la licencia municipal de construcción, salvo los casos de excepción que señale esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables. 
b. Cumplirán los requisitos de seguridad estructural que les permitan satisfacer los usos o destinos para los cuales fueron proyectados.
c. La vivienda unifamiliar tendrán la superficie que determinen los programas sociales respectivos, y los espacios con las dimensiones que fueren necesarias para el cumplimiento de las funciones previstas para cada tipo de vivienda. 
d. Se procurará que se construyan con materiales, instalaciones y equipos que permitan prevenir y combatir los riesgos de incendio. 
e. Se procurará que se construyan con materiales, instalaciones y equipos que permitan la sostenibilidad de la obra. 
f. Toda construcción que se concluya requerirá de constancia o aviso de terminación de obra. 
g. Los locales comerciales y de servicios tendrán las dimensiones mínimas que fueren necesarias para el cumplimiento de las funciones previstas para cada tipo de local, según las disposiciones jurídicas aplicables; 
II. De diseño: 
a. Se sujetarán a las superficies edificables, áreas libres y número de pisos permitidos en la zona, de conformidad con las densidades de población y construcción previstas en los programas de ordenamiento territorial y desarrollo urbano aplicables. 
b. Las edificaciones que rebasen cuatro niveles deberán contar obligatoriamente con elevador. 
c. Se ajustarán a las restricciones correspondientes, debiendo el titular de la licencia de construcción respetar el alineamiento, la traza urbana y demás características o limitaciones previstas en la licencia de uso de suelo, la cual deberá acompañarse a toda solicitud de licencia de construcción. 
d. Dispondrán de lugares de estacionamiento de vehículos preferentemente dentro del propio predio, en la cantidad que señalen tanto los programas de desarrollo urbano, esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, atendiendo a lo dispuesto en el Artículo 280 de esta Ley. 
e. Las edificaciones deberán tener iluminación y ventilación natural por medio de ventanas que den directamente a la vía pública, patios interiores o espacios abiertos; en los no habitables permanentemente, podrán utilizarse en su caso, ductos con elementos electromecánicos completos.

f. Las que concentren alto número de usuarios, así como de igual manera las que se dediquen a actividades riesgosas, tendrán circulaciones y salidas de emergencia de fácil evacuación, previa opinión en su caso, de la dependencia municipal de protección civil. 

g. Las que se ubiquen en zonas del patrimonio arqueológico, histórico, artístico y cultural, cumplirán las normas de altura, materiales, acabados, colores, aberturas y todas las demás que señale el Instituto Nacional de Antropología e Historia o el Instituto Nacional de Bellas Artes, o se deriven del programa parcial de conservación y mejoramiento del centro histórico respectivo y de los demás programas de ordenamiento territorial y desarrollo urbano aplicables; así como, las que se establecen en la Ley de Protección del Patrimonio Cultural para el Estado y demás normatividad aplicable.

h. Los edificios de uso público deberán contar con accesos para personas con discapacidad.

i. Las construcciones de equipamiento turístico, gasolineras, industriales, comerciales y de servicios que se permitan aledañas al derecho de vía de carreteras federales o estatales, requerirán de un acceso adecuado, con base en las especificaciones técnicas que determine la autoridad competente, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables;

III. De infraestructura: 

a. Estarán provistas del servicio de agua potable y de drenaje sanitario y pluvial capaz de cubrir las demandas mínimas de las actividades que se vayan a desempeñar en ellas.

b. Dispondrán de los espacios y muebles sanitarios en número suficiente para su utilización por los usuarios. 

c. Contarán con sistema de transporte y almacenamiento de basura, en los casos que señalen las normas técnicas que expida la autoridad correspondiente. 

d. Estarán dotadas de los dispositivos y mecanismos que sean indispensables para tratar sus desechos contaminantes y proteger de sus ruidos y olores, y

IV. De sustentabilidad, en las que preferentemente: 

a. Se diseñarán y orientarán de manera que se optimice la temperatura interior para evitar el uso excesivo de ventilación o calefacción eléctrica.

b. Se utilizarán energías renovables o alternas en el sistema de infraestructura. 

c. Se implementarán sistemas de reutilización del agua y aprovechamiento del agua pluvial. 

d. Cuando el tipo de suelo lo permita, se procurará la utilización pavimentos que favorezcan la permeabilidad del agua a fin de optimizar la captación de la misma por los mantos freáticos y acuíferos. 

e. Se utilizarán sistemas constructivos con materiales de la región que consideren el clima de la zona en la que se ubiquen para favorecer el confort interior.

f. Siempre que sea posible, se construirán con los requerimientos necesarios para que los techos puedan implementarse como azoteas verdes. 

Los ayuntamientos darán prioridad a la autorización de edificaciones que voluntariamente incorporen los elementos que establece la presente fracción.

g. Se sembrará cuando menos un árbol en cada nueva construcción, de preferencia se hará en la acera frontal respetando que no interfiera con el libre paso de peatones, para tal efecto deberá seleccionar especies preferentemente nativas de la región natural y de raíz vertical que no causen un daño o desperfecto a la infraestructura de la vía pública, atendiendo en todo momento las disposiciones de la Dirección o área de Ecología del Municipio respectivo.

ARTÍCULO 316. Queda prohibida la realización de cualquier obra destinada a la actividad industrial, comercial, de servicios o vivienda, mientras el Ayuntamiento no expida la licencia de construcción correspondiente. 

Los ayuntamientos al expedir y aplicar sus reglamentos de construcción o sus equivalentes, considerarán las condiciones propias de sus municipios, así como las características y tendencias de su desarrollo urbano y el ordenamiento del territorio.

Las normas de diseño contenidas en esos reglamentos, deberán incluir especificaciones que faciliten el desplazamiento y el acceso a las personas con discapacidad y en particular, en edificios y espacios abiertos para actividades públicas, generales o restringidas.”

“REGLAMENTO DE CONSTRUCCIONES DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ

...
ARTICULO 4.- El H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, a través de su Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos y/o de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, conforme a sus atribuciones, tendrá a su cargo la aplicación y vigilancia del cumplimiento del presente Reglamento y los demás ordenamientos aplicables. 

Para efectos de este Reglamento, en lo sucesivo se denominará "la Dirección", a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de la Ciudad de San Luis Potosí. 

Para efectos de este Reglamento, en lo sucesivo se denominará “la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí. 

El Cabildo expedirá las normas técnicas complementarias e acuerdo a lo establecido de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí y la Ley de Ordenamientos Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí. 

ARTICULO 5.- Para efectos de este Reglamento la Dirección tendrá, las siguientes atribuciones:
...

IV.- Otorgar o negar permisos, para la ejecución de las obras, edificaciones e instalaciones a que se refiere este Reglamento;

...

ARTICULO 85.- Dictamen técnico de terminación de obra. Una vez concluida la totalidad de las obras de urbanización, la Dirección elaborará un dictamen técnico sobre la ejecución de las mismas previa solicitud por escrito del fraccionador o promovente, dicho dictamen tiene por objeto verificar que el fraccionador o promovente haya cumplido con todas las obligaciones que le señala este Reglamento, las observaciones hechas en bitácora por los supervisores de la Dirección y ejecutado las obras de urbanización, conforme al proyecto definitivo del fraccionamiento o condominio autorizado. 

En el caso de que el dictamen técnico, no apruebe la totalidad de las obras, el fraccionador o promovente deberá corregir las anomalías que se desprendan de dicho dictamen, a su costa, para que, posteriormente, el interesado solicite ante la Dirección, un nuevo dictamen. 

Tratándose de condominios, el dictamen técnico a que se refiere este Artículo no implica en ningún caso la municipalización de los mismos, toda vez que la prestación de los servicios urbanos básicos, siempre será responsabilidad de la administración del condominio.

...

ARTICULO 241.- Planos y licencias en las obras. Los planos y las licencias de construcción debidamente autorizados por la Dirección, deberán conservarse permanentemente en las propias obras durante la ejecución de éstas y estar a disposición de los supervisores de la Dirección cuando los soliciten.

...

ARTÍCULO 354.- Vigencia y prórroga del permiso. El tiempo de vigencia de los permisos de construcción que expida la Dirección, estará en relación con la naturaleza y dimensiones de la obra por ejecutar.

La propia Dirección tendrá facultad para fijar el plazo de vigencia de cada licencia de construcción. 

Si terminado el plazo para la construcción basado en el calendario propuesto por el propietario de una obra, ésta no se hubiera concluido, para continuarla se deberá obtener prórroga del permiso y cubrir los derechos por la parte no ejecutada de la obra; a la solicitud se acompañará una descripción de los trabajos que se vayan a llevar a cabo y croquis o planos, cuando sea necesario. Si dentro de los 6 meses siguientes al vencimiento de un permiso, no se concediere la prórroga señalada, será necesario obtener un nuevo permiso para continuar la construcción.”

Ahora bien, el acto impugnado –licencia de construcción- identifica como solicitante a la moral denominada “**********”, S.A. de C.V.; señala como ubicación el inmueble referido supralinas; y autoriza una casa habitación en régimen de condominio con una superficie de ********** metros cuadrados, incorporando además datos relativos al uso, distribución y parámetros urbanísticos de la construcción.
No obstante, los fundamentos y datos señalados por la autoridad en el propio acto, no justifican el cumplimiento del requisito del cual se duele la parte actora, toda vez que la licencia no cita el artículo 349 del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí, disposición que regula directamente el permiso de construcción y establece que éste sólo se concederá cuando la solicitud y el proyecto sean suscritos por el propietario del inmueble, disposición que consagra lo siguiente:
“ARTÍCULO 349.- Permiso de construcción. El permiso de construcción es el documento expedido por la Dirección, por el cual se autoriza al propietario a construir, ampliar, modificar, excavar, cambiar de uso, cambiar de régimen de propiedad, reparar o demoler una edificación o instalación en su predio. 

Las solicitudes de permiso de construcción deberán resolverse en un plazo no mayor de 30 días hábiles, contado a partir de la fecha en que se reciban. La revisión de los expedientes y planos se hará de acuerdo a este Reglamento, o en su caso, a las Normas Técnicas Complementarias de este Reglamento. 

Sólo se concederá permiso, cuando la solicitud y proyecto sean suscritos por el propietario del inmueble y por el director responsable de obra y cumplan con el pago de derechos correspondiente y los requisitos señalados en este Reglamento.

(Énfasis propio)
La omisión de citar el anterior precepto, es relevante, ya que los artículos reglamentarios invocados por la autoridad, no sustituyen la obligación de expresar la norma específicamente aplicable al presupuesto jurídico que legitimaba la expedición del permiso. 
Así, aunque la autoridad citó otras disposiciones del Reglamento, entre ellas el artículo 354 (vigencia y prórroga del permiso), esos preceptos no explican por sí mismas cómo se tuvo por satisfecho el requisito relativo a la calidad de propietario de quien solicitó el permiso. 
Aunado a lo anterior, la licencia de construcción tampoco identifica qué documento tomó en consideración la autoridad para tener por acreditado que la persona moral denominada “**********”, S.A. de C.V., quien aparece expresamente como solicitante, cumplía con la calidad requerida para obtener el permiso. Esto, en razón de que el propio acto impugnado no identifica una escritura, una constancia notarial, ni un antecedente registral u otro documento utilizado para tener por acreditada la calidad de propietario del solicitante.
Tampoco señala con qué carácter compareció la moral denominada “**********”, S.A. de C.V., ni expone las razones por las cuales el documento que, en su caso, hubiese obrado en el expediente administrativo, resultaba suficiente para satisfacer el requisito previsto en el artículo 349 del multicitado reglamento.
De esta manera, el acto impugnado –licencia de construcción- no acredita dos extremos indispensables: primero, la documentación utilizada para tener por satisfecho el requisito de propiedad exigido reglamentariamente; y segundo, la norma que permite concluir que, con esos elementos, procedía otorgar la respectiva licencia de construcción. 
Lo anterior, no significa que la autoridad municipal estuviera obligada a resolver una controversia civil sobre la titularidad del inmueble ni a realizar una indagación respecto de la validez sustantiva de la escritura o instrumento que le hubiera sido presentado por el solicitante. Al respecto, el artículo 175 del Código Procesal Administrativo establece que la actuación administrativa se desarrolla, conforme a los principios de legalidad y buena fe, entre otros, y que las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados se presumen ciertas, salvo prueba en contrario, sin perjuicio del control y verificación de la autoridad.

Por ello, la autoridad actuó de buena fe partiendo de la documentación y manifestaciones presentadas por el solicitante, sin asumir funciones propias de un órgano jurisdiccional; sin embargo, ese principio no sustituye los deberes de legalidad, fundamentación y motivación, es decir no la relevaba de verificar los requisitos administrativos del trámite, ni de exteriorizar en el acto cuáles fueron los elementos que valoró, razones, motivos y circunstancias que consideró suficientes para tener por satisfecho el artículo 349 del multicitado reglamento. 
En consecuencia, la ilegalidad se atribuye a que el propio acto carece de una debida fundamentación y motivación, ya que no permite conocer las razones, motivos ni circunstancias por las que se tuvo por acreditada al solicitante, la calidad de propietario para solicitar y obtener el permiso de construcción. La circunstancia de que en el expediente administrativo pudieran obrar documentos relacionados con la propiedad o con el traslado de dominio, no subsana por sí misma la deficiencia descrita.
Lo anterior es así, pues la autoridad es omisa en señalar con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas por las cuales otorgó la licencia de construcción; además de que es evidente que la autoridad demandada omite precisar el precepto legal aplicable al caso.

Sin que se óbice referir que la precisión en el fundamento y en los razonamientos que se exige –fundamentación y motivación-, deben ser a tal grado que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas en que se sustenta el acto, lo que se insiste, en el acto impugnado no aconteció.  
A la luz de las anteriores consideraciones, es incuestionable que la autoridad demandada no fundó ni motivó de manera correcta el acto impugnado -licencia de construcción folio **********-, además, de que fue emitida sin aplicar debidamente el artículo 349 del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí; y atendiendo a lo establecido en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales, normatividad que fue materia de estudio en esta sentencia; esta Segunda Sala Unitaria determina, que el acto impugnado se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción II y IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; 
 y acorde con lo dispuesto por el artículo 251 del citado ordenamiento legal,  
 conlleva a determinar la nulidad del citado acto, dejándolo sin efecto legal alguno. 

Ahora bien, es de advertirse, que el acto impugnado –licencia de construcción- se originó de una solicitud formulada ante la autoridad administrativa, por tanto, dejar simplemente sin efectos el acto, sin ordenar que se emita una nueva determinación, implicaría dejar sin respuesta la instancia que le dio origen. 
Por ello, a fin de salvaguardar la instancia de solicitud iniciada en su momento, y toda vez que esta determinación es favorable al actor; atendiendo a lo establecido en artículo 252 del citado Código Procesal Administrativo; se ordena a la autoridad demandada Dirección de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, una vez que cause ejecutoria esta resolución, a realizar lo siguiente: 

· Emita una nueva determinación respecto de la solicitud que dio origen a la licencia de construcción folio ********** (declarada ilegal y sin efecto legal alguno), de manera fundada y motivada, con libertad de atribuciones y atendiendo a lo resuelto en esta sentencia.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II y IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO. Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en el Considerando Cuarto de esta resolución, se decreta PARCIALMENTE el SOBRESEIMIENTO.
TERCERO. Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la licencia de construcción folio **********, y en consecuencia su NULIDAD, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 
CUARTO. Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.  
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� ARTÍCULO 219. La representación de las personas físicas para comparecer en juicio, se otorgará en escritura pública o carta poder firmada ante dos testigos y ratificada ante Notario Público o ante el Secretario de Acuerdos que corresponda.





ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. .


� ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación. En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618








� “ARTÍCULO 252. (…)


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”








� Octava Época Registro: 216534 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Núm. 64, Abril de 1993 Materia(s): Administrativa Tesis: VI. 2o. J/248 Página: 43 





�Registro digital: 162826, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/12, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Febrero de 2011, página 2053, Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 170307, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: I.3o.C. J/47, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Febrero de 2008, página 1964, Tipo: Jurisprudencia.


� ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y


� ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.
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